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El tamaño de las muestras será como mínimo del 5 por 100 del número
total de árboles asegurables de la parcela siniestrada, con un mínimo de
tres árboles para parcelas con menos de sesenta árboles.

La distribución de los árboles elegidos para tomar la muestra testigo
en la parcela deberá ser uniforme, dejando un árbol de cada veinte, a
partir de uno elegido aleatoriamente, y contabilizando en todas las direc-
ciones.

En parcelas de más de dos hectáreas se podrán dejar filas completas
de árboles, dejando, al menos, una fila de cada veinte, y con un mínimo
de dos filas por parcela.

Las muestras deberán ser representativas del conjunto de la población,
y reflejar, proporcionalmente, las distintas variedades o cultivares, vecería,
edad, marcos de plantación.

El asegurado deberá prestar cuantos cuidados sean necesarios para
el mantenimiento de las muestras hasta la realización de la tasación, duran-
te un plazo máximo de veinte días desde la recolección, siempre y cuando
la declaración de siniestro se haya recibido en Agroseguro antes del inicio
de la misma. Se entenderá como recolección lo que a estos efectos se
determine en las condiciones especiales de este seguro.

Para aquellas declaraciones de siniestro que se reciban en Agroseguro
durante la recolección o en fechas posteriores a la misma, el asegurado
está obligado a mantener las muestras testigo durante veinte días, contados
a partir de la fecha de recepción de la declaración de siniestro por Agro-
seguro.

No obstante, para aquellas declaraciones de siniestro de adversidades
climáticas que se realicen durante el período de treinta días anteriores
a la recolección, el mantenimiento de las muestras testigo será de treinta
días a contar desde la recolección o fecha de recepción de la declaración
de siniestro por Agroseguro, si es posterior, salvo que el siniestro ocurra
en este período, en cuyo caso, se aplicará lo dispuesto en párrafos ante-
riores.

Si se hubiera iniciado el procedimiento de tasación contradictoria, el
asegurado mantendrá, en todo caso, y hasta su finalización, las muestras
testigo.

Las partes, no obstante, podrán mediante acuerdo expreso, y siempre
que hayan quedado acreditados los elementos materiales de la pericia,
pactar la recolección de las muestras testigo.

Si los árboles dejados como muestra hubiesen perdido su represen-
tatividad en ese período, por causas imputables al asegurado, se estará
a lo dispuesto en las condiciones generales y especiales.

Para la evaluación de los daños en parcelas en las que se haya dejado
muestras testigo con las características anteriores, se seguirán los mismos
criterios de muestreo que los reflejados en el apartado 5.1 de esta norma,
a excepción del marco-posición.

5.3.2 Valoración de los daños: Se tomarán como referencia los hechos
consignados en el documento de inspección inmediata, cuando éste hubiera
sido levantado.

5.3.2.1 Siniestro de pedrisco: Únicamente se considerará el daño en
cantidad, cuantificándose éste sobre la producción real esperada de la
parcela asegurada, expresándose en un porcentaje de la misma.

Dependiendo del momento de ocurrencia del siniestro, la valoración
de los daños producidos por la caída de frutos será diferente, siendo:

a) Siniestros que hayan ocurrido durante el crecimiento del fruto.
Se tendrá en cuenta la posible recuperación de las pérdidas, a con-

secuencia del incremento del peso que experimente el resto de las drupas,
por el aclareo de frutos sufrido en los árboles.

Las pérdidas máximas vendrán dadas por la diferencia entre la pro-
ducción real esperada y la producción real final de la parte afectada de
la parcela, con el límite máximo establecido como consecuencia de, aplicar
al número de frutos caídos el peso medio de las aceitunas de dicha variedad
en la zona no afectada, o el resultante de las pesadas practicadas en la
producción real final de los árboles de la muestra, eligiendo el menor
de los dos.

b) Siniestros ocurridos después del máximo desarrollo de las drupas.
Las pérdidas vendrán dadas al dividir el número medio de aceitunas

caídas por árbol entre el número medio de aceitunas que entran en un
kilogramo recolectado.

El daño causado por un siniestro vendrá dado por la relación de la
suma de las pérdidas sufridas respecto de la producción real esperada,
todo ello en la parte afectada de la parcela, de acuerdo con el condicionado
especial del seguro, viniendo expresada en un porcentaje de la misma.

5.3.2.2 Siniestro de adversidades climáticas: La pérdida debida a
adversidades climáticas se determinará como diferencia entre la produc-
ción real esperada y la producción real final sumando, en su caso, a ésta,
las pérdidas debidas al pedrisco.

Esta pérdida se globalizará en el conjunto de la explotación, por lo
que es preciso valorar tanto las parcelas declaradas con siniestro como
el resto de las que componen la misma que no lo hayan sufrido.

5.3.3 Determinación de la producción real final: Para la determinación
de la producción real final se procederá promediando el conjunto de mues-
tras y globalizando para el total de la superficie de la parcela. Se obtendrá
a partir del conteo y/o pesada de las aceitunas existentes en los árboles
elegidos como muestra, en el momento de la recolección.

Podrá procederse al cálculo de la producción real final mediante mues-
treos realizados por los sistemas normales de recolección, siempre y cuando
así se acuerde.

5.3.4 Determinación de la producción real esperada: Se determinará
de acuerdo con la Norma General de Peritación y teniendo en cuenta
lo establecido en las condiciones especiales y las propias características
de la parcela que puedan afectar a la producción.

A efectos del riesgo de adversidades climáticas, la producción real
esperada de la explotación será la suma de las producciones resultantes
de aplicar, al número de árboles asegurables de cada parcela, el rendimiento
asignado por el asegurado en dicha parcela, minorado en las pérdidas
ocasionadas por riesgos no cubiertos por el seguro o a consecuencia de
deficiencias en el cumplimiento de las condiciones técnicas mínimas de
cultivo.

A efectos del riesgo de pedrisco, para la obtención de la producción
real esperada de cada parcela o sector de ésta, podrán seguirse los siguien-
tes criterios:

1. En siniestros tempranos que afecten durante el desarrollo de la
drupa, la producción real esperada se ajustará en el momento de la tasa-
ción, como consecuencia de las condiciones climáticas, vegetativas, estado
sanitario y cultural existentes en ese año.

2. En siniestros ocurridos una vez alcanzado el desarrollo normal
de los frutos, la producción real esperada vendrá dada por:

a) Mediante la aplicación directa, en base a los datos obtenidos, de
las siguientes relaciones:

Producción real esperada = Producción real final + kgs. caídos

Producción real final
Producción Real Esperada = × 100

100 — Porcentaje de daños

En el caso de que el muestreo sea estratificado, el cálculo será pon-
derado.

b) En función de la producción media de las muestras tomadas en
cada uno de los estratos. Esta producción media será el resultado de dividir
el número medio de frutos por árbol entre el número medio de aceitunas
por kilogramo en los árboles muestreados.

5.3.5 Deducciones y compensaciones: Las deducciones y compensa-
ciones a que hubiere lugar, conforme a lo establecido en las condiciones
especiales del seguro y Norma General de Peritación, se aplicarán cuando
proceda.

El acta de tasación recogerá, cuando proceda, según la normativa apli-
cable, las cantidades correspondientes al pago de las muestras testigo y
su mantenimiento.

MINISTERIO

DE ADMINISTRACIONES

PÚBLICAS
23737 ORDEN de 4 de diciembre de 2001 por la que se dispone

la publicación del Acuerdo de aprobación de las normas
de funcionamiento de la Comisión Bilateral de Cooperación
Administración General del Estado-Comunidad Autónoma
de Aragón.

Adoptado el Acuerdo de aprobación de las normas de funcionamiento
de la Comisión Bilateral de Cooperación Administración General del Esta-
do-Comunidad Autónoma de Aragón el día 12 noviembre de 2001, procede
su publicación en el «Boletín Oficial del Estado» como anexo a la presente
Orden.

Madrid, 4 de diciembre de 2001.

POSADA MORENO
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ANEXO

Acuerdo de la Comisión Bilateral de Cooperación Administración Gene-

ral del Estado-Comunidad Autónoma de Aragón por el que se aprueban

las normas de organización y funcionamiento de la Comisión Bilateral

Con el fin de intensificar la cooperación entre el Estado y las Comu-
nidades Autónomas, en el marco de los principios que deben regir las
relaciones entre Administraciones Públicas, el artículo 5.2 de la
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Adminis-
traciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, en la redac-
ción dada por la Ley 4/1999, de 13 de enero, recoge la figura de las Comi-
siones Bilaterales de Cooperación, señalando que: «Los órganos de coo-
peración de composición bilateral y de ámbito general que reúnan a miem-
bros del Gobierno, en representación de la Administración General del
Estado y a miembros del Consejo de Gobierno, en representación de la
respectiva Comunidad Autónoma, se denominan Comisiones Bilaterales
de Cooperación. Su creación se efectúa mediante Acuerdo, que determina
los elementos esenciales de su régimen».

Es clara, por tanto, la voluntad del legislador de dotar de un marco
legal y en definitiva de potenciar las funciones de estos órganos que, si
bien ya habían sido creados, no disponían de una regulación con rango
de Ley.

Por otra parte, el artículo 33 de la Ley Orgánica 2/1979, de 3 de octubre,
del Tribunal Constitucional, en la redacción dada por la Ley Orgáni-
ca 1/2000, de 7 de enero, ha dotado a estas Comisiones de una nueva
función, al permitir que en el seno de las mismas se puedan adoptar
acuerdos de resolución de discrepancias que eviten, en su caso, la inter-
posición del recurso de inconstitucionalidad. Esta modificación, encami-
nada a propiciar la profundización de las relaciones de cooperación entre
la Administración General del Estado y las respectivas Comunidades, al
objeto de favorecer los cauces de entendimiento que eviten el planteamiento
de recursos de inconstitucionalidad, exige una nueva consideración de
las funciones a desarrollar por las Comisiones Bilaterales de Cooperación,
a cuyo efecto, se hace preciso aprobar unas nuevas normas internas de
funcionamiento que recojan y se adecuen a lo que demanda la citada
Ley Orgánica del Tribunal Constitucional.

Dado lo anterior, siendo coincidentes la Administración General del
Estado y la Comunidad Autónoma de Aragón en la voluntad de perfeccionar
la institucionalización de esta Comisión y configurarla como un marco
idóneo de las relaciones de cooperación entre ambas Administraciones,
acuerdan:

Primero.—Aprobar las nuevas normas de organización y funcionamiento
que figuran en el presente Acuerdo.

Segundo.—El presente Acuerdo será publicado en el «Boletín Oficial
del Estado» y en el «Boletín Oficial de Aragón».

Y, en prueba de conformidad con cuanto queda expuesto se firman
las presentes normas de funcionamiento en Zaragoza, a 12 de noviembre
de 2001, en ejemplar duplicado, por el Ministro de Administraciones Públi-
cas y el Vicepresidente del Gobierno y Consejero de Presidencia y Rela-
ciones Institucionales del Gobierno de Aragón.

NORMAS DE ORGANIZACIÓN Y FUNCIONAMIENTO DE LA COMISIÓN BILATERAL DE

COOPERACIÓN ADMINISTRACIÓN GENERAL DEL ESTADO-COMUNIDAD AUTÓNOMA

DE ARAGÓN

I. Del carácter y funciones de la Comisión

1. La Comisión Bilateral de Cooperación Administración General del
Estado-Comunidad Autónoma de Aragón, sin perjuicio de las funciones
atribuidas a los órganos de cooperación multilateral y a la Comisión Mixta
de Transferencias, se concibe como un instrumento esencial de cooperación
y entendimiento entre ambas Administraciones.

2. A tales efectos, la Comisión Bilateral de Cooperación Administra-
ción General del Estado-Comunidad Autónoma de Aragón desempeña las
siguientes funciones:

a) Impulsar y concretar, desde el punto de vista bilateral, la reali-
zación de planes, programas y actuaciones conjuntas para el desarrollo
de las políticas comunes en los distintos ámbitos sectoriales.

b) Impulsar la celebración de Convenios de colaboración en aquellos
ámbitos materiales en los cuales sea necesaria la especificación de un
plan o programa conjunto de forma bilateral.

c) Diseñar mecanismos de colaboración mutua en las distintas áreas
en que pueda confluir la actividad de ambas Administraciones.

d) Servir de cauce de actuaciones de carácter preventivo en el intento
de impedir que surjan conflictos entre ambas Administraciones.

e) Arbitrar propuestas de solución a cuestiones que interesen a ambas
Administraciones en asuntos de su competencia.

f) Examinar cualesquiera asuntos que afecten a ambas partes y, en
particular, los que tengan por objeto evitar o intentar resolver por vía
extraprocesal conflictos de competencia.

g) Analizar las normas con rango de Ley, estatales o autonómicas,
en relación con las cuales se susciten cuestiones susceptibles de dar lugar
al planteamiento de un recurso de inconstitucionalidad, con el fin de llegar
a un acuerdo que evite su interposición, en el marco de lo establecido
en el artículo 33 de la Ley Orgánica 2/1979, de 3 de octubre, del Tribunal
Constitucional, en la redacción dada por la Ley Orgánica 1/2000, de 7
de enero.

3. En ningún caso los acuerdos adoptados como consecuencia del
ejercicio de las funciones señaladas podrán suponer la renuncia al ejercicio
de las competencias propias de las respectivas partes.

II. De la composición de la Comisión

1. La composición de la Comisión Bilateral de Cooperación Admi-
nistración General del Estado-Comunidad Autónoma de Aragón será varia-
ble en función de los asuntos a tratar.

En todo caso, serán miembros permanentes de la Comisión:

Por parte de la Administración General del Estado:

El Ministro de Administraciones Públicas, quien ejercerá la Presidencia
de la Comisión Bilateral de Cooperación.

El Secretario de Estado de Organización Territorial del Estado.
El Delegado del Gobierno en la Comunidad Autónoma de Aragón.
El Director general de Política Autonómica del Ministerio de Admi-

nistraciones Públicas.
Un funcionario o cargo público del Ministerio de Administraciones

Públicas, que actuará como Secretario.

Por parte de la Comunidad Autónoma de Aragón:

El Vicepresidente del Gobierno y Consejero de Presidencia y Relaciones
Institucionales, quien ostentará la Vicepresidencia de la Comisión Bilateral
de Cooperación.

El Consejero de Economía, Hacienda y Empleo.
El Secretario general técnico del Departamento de Presidencia y Rela-

ciones Institucionales.
El Director general de los Servicios Jurídicos.
El Jefe del Servicio del Secretariado del Gobierno y Seguimiento de

Programas, que actuará como Secretario.

Tanto el Presidente como el Vicepresidente podrán delegar su repre-
sentación en la persona que decidan con rango, al menos, de Director
general o equivalente.

Asimismo, los miembros permanentes se podrán modificar por acuerdo
comunicado de cualquiera de las partes.

2. Podrán asistir a las reuniones de la Comisión Bilateral de Coo-
peración aquellas autoridades y funcionarios de la Administración General
del Estado o de la Comunidad Autónoma de Aragón que sean designadas
por cada una de las partes en función de los temas a tratar.

3. Para la válida constitución de la Comisión y para la adopción de
acuerdos será suficiente con la presencia del Presidente, el Vicepresidente,
los dos Secretarios y, al menos, un miembro de cada una de las dos
Administraciones.

III. Del funcionamiento de la Comisión

1. La Comisión actuará siempre con la máxima flexibilidad operativa
y funcional.

2. Las reuniones de la Comisión podrán celebrarse tanto en la sede
del Ministerio de Administraciones Públicas, en el Departamento corres-
pondiente de la Comunidad Autónoma de Aragón, o en cualquier otro
lugar de mutuo acuerdo entre las partes y, en su caso, con la periodicidad
que las mismas estimen conveniente.

3. La convocatoria de la Comisión podrá ser solicitada por cualquiera
de las partes.

La convocatoria corresponderá al Presidente y será notificada con una
antelación mínima de cuarenta y ocho horas, excepto en los casos de
urgencia libremente apreciados por el convocante, en cuyo caso se hará
con una antelación mínima de veinticuatro horas.

4. El orden del día de las sesiones de la Comisión se elaborará de
común acuerdo por ambas partes.

5. La Comisión adoptará sus decisiones de común acuerdo entre
ambas partes.

Dichos acuerdos podrán publicarse en el «Boletín Oficial del Estado»
y en el «Boletín Oficial de Aragón», siendo obligatoria, en cualquier caso,
su publicación, en el supuesto previsto en el artículo 33 de la Ley Orgá-
nica 2/1979, de 3 de octubre, del Tribunal Constitucional, en la redacción
dada por la Ley Orgánica 1/2000, de 7 de enero.
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6. De cada una de las sesiones de la Comisión se levantará acta,
que recogerá, sucintamente, la relación de los asuntos tratados, las posturas
mantenidas por las partes sobre los mismos y los acuerdos, en su caso,
adoptados.

Cualquier miembro de la Comisión podrá solicitar que se haga constar
en el acta la posición mantenida en relación con alguna de las cuestiones
examinadas. Asimismo, podrá aportar escritos o documentos solicitando
expresamente que se unan al acta.

Las actas se extenderán por duplicado en interés de la representación
del Estado y de la Comunidad Autónoma de Aragón.

7. La Secretaría de la Comisión es conjunta y será ejercida por un
funcionario o cargo público de la Administración General del Estado y
otro de la Comunidad Autónoma de Aragón, designados por cada una
de las dos Administraciones, respectivamente, dando cuenta de ello al
Pleno de la Comisión.

Corresponden a esta Secretaría conjunta las siguientes funciones:

Preparar las reuniones de la Comisión.
Levantar las actas de las sesiones.
Extender certificaciones de los acuerdos adoptados por la Comisión.
Proceder a la elaboración y distribución de la documentación que sea

necesaria o de interés para la realización de los trabajos.

El Secretario por la Administración General del Estado custodiará la
documentación y atenderá al funcionamiento interno de la Comisión.

IV. Del funcionamiento de la Comisión en el supuesto previsto en el
artículo 33 de la Ley Orgánica 2/1979, de 3 de octubre, del Tribunal
Constitucional, en la redacción dada por la Ley Orgánica 1/2000, de

7 de enero

1. Cuando una de las partes considere que existen fundados motivos
para interponer un recurso de inconstitucionalidad contra una norma con
rango de Ley, podrá instar la convocatoria de la reunión de la Comisión
Bilateral antes de que se cumplan los tres meses desde la publicación
de la norma, a efectos de que la Comisión considere la aplicación de lo
previsto en el artículo 33 de la Ley Orgánica 2/1979, de 3 de enero, del
Tribunal Constitucional, en la redacción dada por la Ley Orgánica 1/2000,
de 7 de enero.

2. A resultas de lo anterior, en el seno de la Comisión Bilateral de
Cooperación se podrá adoptar el acuerdo de iniciar negociaciones para
resolver las discrepancias, pudiendo instarse, en su caso, la modificación
del texto normativo.

Dicho acuerdo, certificado por los Secretarios, será comunicado al Pre-
sidente del Tribunal Constitucional por el Ministro de Administraciones
Públicas o por el Vicepresidente del Gobierno y Consejero de Presidencia
y Relaciones Institucionales del Gobierno de Aragón, dentro del plazo de
los tres meses siguientes a la publicación de la Ley sometida a conocimiento
de la Comisión, a los efectos de ampliación del plazo de interposición
del recurso de inconstitucionalidad, en los términos previstos en la Ley
Orgánica del Tribunal Constitucional.

3. Asimismo, la Comisión Bilateral podrá acordar la creación de un
grupo de trabajo que estudie y analice la problemática planteada, con
el fin de buscar la solución que proceda.

V. De los grupos de trabajo

1. La Comisión podrá acordar la creación de grupos de trabajo de
carácter permanente o coyuntural para el estudio y análisis de cuestiones
concretas.

La composición y régimen de funcionamiento de cada grupo de trabajo,
así como los cometidos que correspondan a su finalidad, deberán espe-
cificarse en el Acuerdo de la Comisión que disponga su constitución.

2. La presidencia de los grupos de trabajo podrá ostentarse indis-
tintamente por un representante de la Administración General del Estado
o de la Comunidad Autónoma de Aragón con rango, al menos, de Director
general.

3. Sin perjuicio de lo anterior, existirá un grupo de trabajo de carácter
permanente a efectos de lo previsto en el artículo 33 de la Ley Orgánica
del Tribunal Constitucional.

La Presidencia de este grupo de trabajo corresponderá al Director gene-
ral de Política Autonómica, siendo Vicepresidente el Secretario general
técnico del Departamento de Presidencia y Relaciones Institucionales de
la Comunidad Autónoma de Aragón.

Actuarán como Secretarios los que sean designados por la Comisión
Bilateral al constituir el correspondiente órgano de trabajo, pudiendo asis-
tir, asimismo, los miembros que designen ambas representaciones.

23738 RESOLUCIÓN de 21 de noviembre de 2001, de la Subse-
cretaría, por la que se convocan las pruebas para la obten-
ción del título profesional de Gestor Administrativo.

El artículo 7 del Estatuto Orgánico de la profesión de Gestor Admi-
nistrativo, aprobado por Decreto 424/1963, de 1 de marzo, faculta al Minis-
tro de Administraciones Públicas para convocar, a propuesta del Consejo
General de Colegios Oficiales de Gestores Administrativos de España, las
pruebas que permitan acreditar suficiente aptitud para obtener el título
profesional de Gestor Administrativo y, en su caso, la inscripción en el
Colegio correspondiente.

En consecuencia, en ejercicio de las facultades delegadas por el Ministro
mediante la Orden de 28 de marzo de 2001, a propuesta del Consejo General
de Colegios Oficiales de Gestores Administrativos de España, resuelvo
convocar las pruebas de aptitud para el acceso a la profesión de Gestor
Administrativo, que se regirán por las bases contenidas en la presente
Resolución.

I. Normas generales

Primera.—1. Las pruebas de aptitud se celebrarán en Madrid.
2. No obstante, los aspirantes que acrediten su residencia en las Comu-

nidades Autónomas de Illes Balears y de Canarias, podrán optar por la
realización del ejercicio ante el Tribunal constituido en las islas o ante
el de Madrid. Las pruebas de aptitud que se realicen en el territorio de
las Comunidades Autónomas de Illes Balears y de Canarias se ajustarán
igualmente a lo establecido en la presente convocatoria.

II. Requisitos

Segunda.—Podrán concurrir a las pruebas de aptitud quienes, a la fecha
de expiración del plazo de presentación de solicitudes, reúnan los siguien-
tes requisitos:

a) Ser español, nacional de un Estado miembro de la Unión Europea,
de los demás signatarios del Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo,
o de un país que conceda reciprocidad de títulos y derechos.

b) Ser mayor de edad.
c) No haber sido separado mediante expediente disciplinario del

servicio de ninguna de las Administraciones Públicas, ni hallarse inha-
bilitado para el desempeño de funciones públicas, en el ámbito de cual-
quiera de los Estados miembros de la Unión Europea, de los demás sig-
natarios del acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo o de los países
con los que existan convenios de reciprocidad.

d) Estar en posesión o en condiciones de obtener alguno de los siguien-
tes títulos:

Licenciado en Derecho.
Licenciado en Ciencias Económicas.
Licenciado en Ciencias Empresariales.
Licenciado en Ciencias Políticas.

En el caso de titulaciones obtenidas en el extranjero deberá estarse
en posesión de la credencial que acredite su homologación.

III. Solicitudes

Tercera.—Los que deseen tomar parte en las expresadas pruebas de
aptitud suscribirán la correspondiente solicitud, dirigida al excelentísimo
señor Presidente del Consejo General de Colegios Oficiales de Gestores
Administrativos de España, conforme al modelo recogido en el anexo I.

El impreso de solicitud será facilitado gratuitamente por el Consejo
General de Colegios Oficiales de Gestores Administrativos de España (calle
Mayor, 58, 28013 Madrid) y por los Colegios Oficiales de Gestores Admi-
nistrativos.

Cuarta.—1. Las solicitudes deberán presentarse en el plazo de un mes,
a partir del día siguiente a la publicación de la presente convocatoria
en el «Boletín Oficial del Estado».

2. Las solicitudes se presentarán en la sede del Consejo General de
Colegios Oficiales de Gestores Administrativos de España (calle Mayor, 58,
28013 Madrid) o en los Colegios Oficiales de Gestores Administrativos.

Quinta.—1. Las solicitudes de admisión deberán ir acompañadas del
justificante de haber satisfecho la cantidad de 12.000 pesetas (72,12 euros)
en concepto de formación del expediente y derechos de examen.

Dicho pago deberá realizarse mediante ingreso en efectivo en la cuenta
corriente del Consejo General de Colegios Oficiales de Gestores Admi-
nistrativos de España que consta en el modelo oficial de solicitud, que
deberá ser validada por la entidad bancaria que efectúa el ingreso, a través
de certificación mecánica o, en su caso, sello y firma autorizada de la
misma, en el espacio destinado a estos efectos.


